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HONORABLE SENADO:








				Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, el 3 de abril de 2002.





				Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión del 13 de agosto de 2002, disponiéndose su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





				A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, especialmente invitados, el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, don Claudio Troncoso; la Directora Jurídica de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, doña Patricia Braniff, y la abogada de dicha repartición, doña Lexy Orozco.





----------





				Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.





----------

















ANTECEDENTES GENERALES





				1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





				a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





				b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





				2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Al fundar la iniciativa, el Ejecutivo señala que nuestro país ha convenido a la fecha un número importante de tratados de Promoción y Protección de Inversiones. Añade que estos Tratados importan un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, en conformidad a lo establecido en sus respectivas legislaciones nacionales.





				Señala que el objetivo fundamental de este Convenio, al igual que los restantes que se han suscrito sobre esta materia, es el de establecer un marco jurídico que regule, al mismo tiempo, los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales y el de los inversionistas extranjeros. Agrega que en este estatuto se compatibiliza el legítimo interés de los inversionistas con el Estado receptor, favoreciéndose de este modo la transferencia y movilidad de capitales.





	3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial en sesión de la Honorable Cámara de Diputados del 16 de mayo de 2002, disponiéndose su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





				La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en reunión efectuada el día 2 de julio de 2002, y aprobó, por la unanimidad de sus miembros, el proyecto en informe.





				Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 9 de julio de 2002, aprobó el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes.





				4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un preámbulo y trece artículos, asimismo, de un Protocolo, cuyos contenidos reseñamos a continuación:





				El artículo 1 define los conceptos básicos para la aplicación del Acuerdo, tales como "inversionista", "inversión", "retornos" y "territorio".





				A su vez, el artículo 2 consigna el ámbito de aplicación del Acuerdo, que comprende tanto las inversiones efectuadas antes como después de la entrada en vigor del Tratado, en conformidad con la legislación del Estado receptor de la inversión, con la salvedad que no se aplicará a las diferencias que hayan surgido antes de la entrada en vigor.





				El artículo 3 establece el compromiso de las Partes de promover y proteger las inversiones de inversionistas de la otra Parte, y de asegurarle a los mismos una adecuada protección, de conformidad con sus leyes y reglamentos, sin obstaculizarlas mediante medidas injustificadas o discriminatorias.





				Enseguida, el artículo 4 regula el tratamiento que ha de darse a las inversiones de la otra Parte Contratante, que ha de ser justo y equitativo, incluyéndose lo que se conoce como "trato nacional" y "cláusula de la nación más favorecida".





				Asimismo, contempla el caso de una Parte Contratante que otorgue ventajas especiales a los inversionistas de cualquier tercer país en virtud de un Acuerdo que establezca una zona de libre comercio, unión aduanera, mercado común, comunidad económica, organización de integración económica regional o cualquier otro Acuerdo en general del cual dicha parte sea miembro, o en virtud de disposiciones de un acuerdo o convenio relacionado total o parcialmente con tributación. Al respecto, dispone que dicha Parte no estará obligada a otorgar esas ventajas a los inversionistas de la otra Parte Contratante.





				El artículo 5 consagra el principio de la libre transferencia, por el cual cada Parte garantiza a los inversionistas de la otra Parte Contratante la transferencia irrestricta, en moneda de libre convertibilidad, de los fondos relacionados con las inversiones.





				Sobre expropiación y compensación, el artículo 6, en una medida de protección de las inversiones, estatuye la obligación de las Partes de abstenerse de adoptar medidas que priven directa o indirectamente de su inversión a un inversionista de la otra Parte Contratante, a menos que éstas sean adoptadas para fines de utilidad pública en conformidad a la ley, que no sean discriminatorias y vayan acompañadas de una compensación pronta, adecuada y efectiva.





				Igualmente, como otra forma de proteger las inversiones, el artículo 7 consulta los siguientes compromisos de las Partes: por una lado, indemnizar a los inversionistas de la otra Parte Contratante que sufran pérdidas debido a una guerra u otro conflicto armado, estado de emergencia nacional, desórdenes civiles u otros hechos similares, a los que deberá darse, en este aspecto, un trato no menos favorable que aquél que otorgue a sus propios inversionistas o a los inversionistas de cualquier tercer Estado, de ambos, aquél que sea el más favorable. Por otro lado, otorgar una restitución o compensación a los inversionistas que, en cualquiera de las situaciones señaladas, sufran pérdidas en el territorio de la otra Parte Contratante a raíz de la incautación total o parcial de su inversión, efectuada por las fuerzas o autoridades de esta última Parte; o sufran la destrucción total o parcial de su inversión por las fuerzas o autoridades de la Parte en que se realizó la inversión, sin que estos hechos sean requeridos por las necesidades de la situación.





				El artículo 8 consagra las reglas sobre subrogación, para tal efecto dispone que cuando las inversiones de un inversionista en el territorio de la otra Parte Contratante estén aseguradas contra riesgos no comerciales en virtud de un sistema legal de garantías, esta última deberá reconocer cualquier subrogación del asegurador en los derechos de dicho inversionista, sin perjuicio de los derechos que le correspondan al inversionista en conformidad con el artículo 9 del Acuerdo, relativo al arreglo de diferencias entre un inversionista y una Parte Contratante, que se analiza a continuación.





				El artículo 9, en relación al arreglo de diferencias entre un inversionista y una Parte Contratante, establece lo siguiente:





				a. Si una controversia no puede ser resuelta en forma amigable dentro del plazo de tres meses, contado desde la fecha en que cualquiera de las Partes solicite un arreglo, el inversionista afectado podrá someter la diferencia ya sea a los tribunales competentes de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión o a arbitraje internacional; pero, una vez sometida la diferencia a cualquiera de estos procedimientos, su elección será definitiva.





				b. Cuando la diferencia sea sometida a arbitraje internacional, el inversionista podrá presentarla ya sea al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones o a un tribunal de arbitraje ad hoc, que se constituirá en virtud de las normas de arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI). Para este objeto, cada una de las Partes Contratantes acepta anticipadamente someter la diferencia a arbitraje internacional.





				c. El tribunal deberá decidir la diferencia en conformidad con las disposiciones del Acuerdo y las normas y principios aplicables del derecho internacional; sus laudos serán definitivos y vinculantes para ambas Partes en la controversia, los que deberán cumplir sin demora, y su ejecución se someterá a las normas de la ley del país.





				d. La parte comprometida en el arbitraje no podrá, durante el proceso mismo o la ejecución de un laudo, formular la objeción de que el inversionista de la otra Parte Contratante ha recibido compensación en virtud de un contrato de seguro con respecto a la totalidad o parte de los daños y perjuicios.





				e. Las Partes Contratantes no podrán tramitar a través de canales diplomáticos ninguna materia objeto del arbitraje hasta que el proceso haya terminado y una de las Partes no haya respetado o dado cumplimiento al laudo arbitral.





				El artículo 10 dispone, con respecto al arreglo de diferencias entre las partes contratantes, que si éstas no pueden ser resueltas mediante negociaciones a través de canales diplomáticos dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de notificación de la diferencia, ésta podrá ser sometida a un tribunal ad hoc, a petición de cualquiera de las Partes contratantes, estableciéndose así un arbitraje obligatorio.





				Enseguida, el artículo 11 contempla una norma general, por la cual hace prevalecer sobre las disposiciones del Acuerdo lo dispuesto en la ley de cualquiera de las Partes Contratantes o las obligaciones en virtud del derecho internacional existentes en la actualidad o que se establezcan en el futuro por las Partes Contratantes, sean generales o específicas, en todo cuanto otorguen a las inversiones efectuadas por los inversionistas de la otra Parte Contratante el derecho a un trato más favorable que el que contempla el Acuerdo.





				El artículo 12 refiere las normas sobre consultas entre las Partes Contratantes, relacionadas con la aplicación e implementación del Convenio.





				Finalmente, el artículo 13 establece las reglas sobre entrada en vigor, duración y terminación. Debe destacarse, además, los dos últimos incisos del artículo 13, en los que se dispone, primero, que respecto de las inversiones realizadas antes de la fecha de terminación del Acuerdo, continuarán en vigencia los artículos precedentes por un periodo adicional de quince años, a contar de dicha fecha, y luego, agrega que el Acuerdo se aplicará independientemente de que existan o no relaciones diplomáticas o consulares entre las Partes Contratantes.





				A su vez, el Protocolo, que constituye parte integrante del Acuerdo, complementa el artículo 5 del Convenio, en relación a transferencias de capital.





DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





				El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gabriel Valdés, agradeció la presencia de los invitados y otorgó la palabra a la Directora Jurídica de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, doña Patricia Braniff.





				La señora Braniff señaló que el proyecto en estudio es prácticamente igual a los demás Tratados suscritos por Chile en esta materia.





				Indicó que, en ese sentido, el texto del Acuerdo contiene definiciones, normas sobre subrogación y protección similares a las establecidas en este tipo de Convenios. Añadió que, además, tiene un Protocolo que reserva el derecho de nuestro país para conservar la inversión por lo menos un año; es decir, no se puede retirar la inversión antes de dicho lapso.





				Señaló que en el Protocolo se estableció una excepción para el evento que la legislación chilena sea modificada al decir “salvo que su legislación dispusiere un trato más favorable”. Agregó que los países europeos no tienen restricciones para la retirada de capitales.





				Manifestó que prácticamente con la totalidad de los países de la Comunidad Europea, salvo Irlanda, se ha celebrado este tipo de Convenios. Añadió que todos ellos están vigentes, salvo con Grecia y Holanda, los cuales falta ratificar.





				El Honorable Senador señor Valdés preguntó si todos los Convenios son iguales y si hay alguna contradicción con el Acuerdo Chile Unión Europea.





				La señora Braniff respondió que, en lo fundamental, son todos iguales. Agregó que en el Acuerdo firmado con la Unión Europea existe una disposición que respeta la vigencia de estos Tratados, pues estos son negociados y firmados bilateralmente.





				El Honorable Senador señor Cariola consultó si existe una norma sobre protección de inversiones en el Acuerdo con la Comunidad.





				La señora Braniff reiteró que hay un acuerdo marco en el sentido de mantener los Convenios vigentes sobre promoción y protección de inversiones. Agregó que el capítulo de inversiones del Convenio con la Comunidad establece que las Partes confirman sus derechos y obligaciones que existen de acuerdo con los tratados de inversiones suscritos bilateralmente.





				El Honorable Senador señor Valdés preguntó por las normas sobre arbitraje.





				La señora Braniff respondió que el inversionista puede optar entre someterse a los tribunales del país receptor o recurrir al arbitraje, ya sea al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones o a un tribunal de arbitraje “ad hoc”. Precisó que ésa es la garantía que pide el inversionista.





				Señaló que una vez escogida una de esas vías, estará obligado a su resolución.





				La Comisión, teniendo presente las consideraciones anteriores, propone aprobar el proyecto de acuerdo en informe.





				Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Valdés, Cariola y Martínez.





----------





				En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:





PROYECTO DE ACUERDO:





				"Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Helénica sobre la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones" y su Protocolo, suscritos en Atenas, República Helénica, el 10 de julio de 1996.".





----------


























				Acordado en sesión celebrada el día 5 de noviembre de 2002, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gabriel Valdés Subercaseaux (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Marco Cariola Barroilhet y Jorge Martínez Busch.





				Sala de la Comisión, a 6 de noviembre de 2002.













































































				JULIO CÁMARA OYARZO


	                                             Secretario 





�
RESUMEN EJECUTIVO


_____________________________________________________________





INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Helénica sobre la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones”, y su Protocolo, suscritos en Atenas, el 10 de julio de 1996.


(Boletín Nº 2.938-10)





I.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: establecer un marco jurídico que regule, al mismo tiempo, los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales y el de los inversionistas extranjeros.





II.	ACUERDO: aprobado por la unanimidad de los presentes (3x0).





III.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: artículo único que propone la aprobación del Acuerdo y su Protocolo. El Acuerdo consta de un preámbulo y trece artículos.





IV.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no hay.





V.	URGENCIA: no tiene.


_____________________________________________________________


VI.	ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S.E. el Presidente de la República, enviado a la Cámara de Diputados.





VII.	TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.





APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: unánime.





IX.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 13 de agosto del 2002.





X.	TRÁMITE REGLAMENTARIO: informe de la Comisión de Relaciones Exteriores; pasa a la Sala.





XI.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.


Valparaíso, 6 de noviembre de 2002.








				JULIO CÁMARA OYARZO


   					Secretario
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